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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Coordinadora Jurídica Regional Sur Occidente, contra el fallo proferido por el Juez Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora ALICIA GRISALES HERRERA quien actúa como agente oficiosa de su hermano JOSÉ LIBARDO GRISALES HERRERA.  

2.- DEMANDA 

En el escrito de tutela manifestó la señora ALICIA GRISALES HERRERA que actúa en nombre de su hermano quien cuenta con 86 años de edad, padece de alzheimer, insuficiencia cardíaca congestiva, hipertensión arterial, fibrilación auricular, neuritis post herpética y EPOC.
En atención al lamentable estado de salud del señor JOSÉ LIBARDO, en el mes de abril del presente año el especialista tratante le ordenó varios medicamentos, entre los que se encuentra la “quetiapina, tabletas de 25mgs” la cual había sido suministrada cada mes, pero con la nueva orden expedida el 20-07-13, la NUEVA EPS adujo que se trataba de un componente no POS y por tanto lo negó.
Ante la negación del medicamento se informó que el procedimiento a seguir era acudir ante el médico tratante, para que indique si es posible cambiarlo por otro o qué se debe hacer, actuación que se dificulta por cuanto el control estaba programado para el mes de septiembre, razón por la cual decidió acudir ante el juez de tutela toda vez que la falta del medicamento mencionado desestabiliza emocionalmente al agenciado, llegando incluso a no reconocer a las personas del entorno familiar, además de portarse violento, perder la noción del tiempo y presentar dificultad para realizar las actividades cotidianas
Adicional a lo anterior informa que la caja del medicamento cuesta $250.000.oo y no cuentan con los recursos económicos suficientes para asumir el costo de manera particular, por lo que se pide la intervención del juez de tutela para remediar la situación, en el sentido de amparar sus derechos fundamentales y ordenar a la NUEVA EPS que de forma inmediata autorice y suministre el medicamento “quetiapina de 25 mgs”; además, el tratamiento integral frente a las patologías que actualmente padece el actor.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a la NUEVA E.P.S quien por intermedio de su representante contestó: (i) esa E.P.S ha venido asumiendo todos y cada uno de los servicios solicitados por el afiliado, siempre que la prestación se encuentre dentro de la órbita prestacional enmarcada en la normativa que para efectos de viabilidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud ha impartido el Estado; (ii) el servicio solicitado en esta actuación se encuentra excluido del POS, situación que se le dio a conocer a la actora, a quien se le indicó que debía agotar trámites ante el Comité Técnico Científico de esa entidad, para efectos de obtener un eventual recobro y mantener la viabilidad económica del sistema; (iii) no entiende por qué se prefirió acudir al juez de tutela antes de agotar el trámite respectivo, además, no estamos frente a un perjuicio irremediable, ni se trata de una urgencia vital; (iv) considera que el juez debe verificar que no se cuenta con los recursos económicos suficientes para asumir el medicamento particular, puesto que en virtud al principio de solidaridad, le corresponde al núcleo familiar asumir el costo del servicio solicitado; y (v) en caso de no aceptarse los anteriores planteamientos y en ese sentido imponerle a la entidad la obligación de asumir una responsabilidad que excede los límites contractuales y legales que altera el equilibrio del sistema financiero, se debería garantizar el recobro ante al FOSYGA.
Con base en lo expuesto pidió negar el amparo constitucional solicitado.
3.2.- Culminado el término constitucional el Juzgado Tercero Penal del Circuito decidió tutelar los derechos fundamentales reclamados, y en ese sentido ordenó a la NUEVA E.P.S que dentro de las 48 horas contadas a partir de la notificación de esa decisión, procediera a autorizar el suministro del medicamento denominado “quetiapina de 25 mgs”, en la cantidad y periodicidad señaladas por el médico tratante.

A su vez, dispuso que debía brindarle una atención integral y oportuna al actor en cuanto a la patologías que padece.

Adicionalmente, se abstuvo de pronunciarse con relación a la orden de recobro solicitada por la EPS, por los valores en que se llegare a incurrir en cumplimiento del fallo de tutela, al considerar que esa facultad está contenida en la normativa vigente -Resolución 3099 y 3754 de 2008, modificadas por la Resolución 4377 de 2010-, sin que sea necesaria la autorización del juez constitucional.  
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno la NUEVA E.P.S allegó memorial mediante el cual expuso su inconformidad con el fallo, en lo referente al tratamiento integral, y en lo que tiene que ver con la falta de pronunciamiento frente a la facultad que le asiste de recobro por el 100% del servicio NO POS ordenado en el fallo, y los que con ocasión del tratamiento integral llegare a entregar.      

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
De conformidad con lo expuesto en el escrito de impugnación, corresponde a esta instancia pronunciarse con relación a la orden expedida en el fallo de primera instancia, relacionada con el tratamiento integral que la NUEVA EPS debe brindarle al señor JOSÉ LIBARDO GRISALES HERRERA, y lo que tiene que ver con la orden para que esa entidad pueda ejercer el recobro por el 100% de  los servicios no POS que deba brindar en cumplimiento de ese fallo. 
5.2.- Solución a la controversia
En relación con el tema de las órdenes que emite el juez constitucional para que se suministre tratamiento integral a aquellos pacientes que tienen que recurrir a la acción de tutela como mecanismo para lograr el amparo de sus derechos y la continuación de un tratamiento médico, debe decirse que es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas que el Estado Social de Derecho como garante del goce de las garantías que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

Por manera alguna puede considerarse a tal forma de proceder como una extralimitación de funciones del juez; por el contrario, de cara a su componente teleológico, constituye una opción válida para lograr que los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud sean considerados como personas dignas y se les respeten sus prerrogativas al pleno goce de los derechos que le son inherentes, en especial, al diagnóstico, a recibir un tratamiento continuo, oportuno, calificado y eficaz para paliar las alteraciones que sobre su salud recaigan.

En lo que hace con el específico reparo que contiene la impugnación, consistente en un presunto error del fallo al obligar a la accionada al suministro de prestaciones inexistentes, es argumento que no puede ser atendido en esta instancia, dado que un proceder en tal sentido por parte del juez constitucional no ha hecho cosa diferente a seguir los lineamientos que al respecto se tienen, en especial, porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud, se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención de salud que se preste, sea oportuna, eficaz y especialmente continua. Por demás, una posición como la esbozada, no es insular y por el contrario está debidamente sustentada por medio de las directrices que al respecto y en cumplimiento de los fines de la orden de atención integral se consignaron previamente, por parte de la Corte Constitucional en la Sentencia T-398 del 24-04-08. 

Contrario a lo argumentado en la impugnación, el señor juez de instancia tuvo buen cuidado de señalar que al paciente se le debía prestar el tratamiento integral que pueda requerir en relación con la patología que padece, situación que excluye cualquier indefinición sobre el tema, razón de más para no aceptar los planteamientos que en ese sentido presenta la representante de la NUEVA EPS.

Ahora bien, la representante de la NUEVA EPS en el escrito de impugnación pide adicionar el fallo, en el sentido de ordenar al Fondo de Solidaridad y Garantía FOSYGA que suministre a la EPS el 100% de los recursos necesarios para brindar el medicamento y el tratamiento integral que requiera el accionante.

Frente a lo anterior, desde ahora advierte esta instancia que no le asiste razón a la impugnante, por cuanto no es cierto que el hecho de que el juez de tutela no incluya en la sentencia esa orden de recobro, genere como necesaria consecuencia que el valor de esos gastos deba ser asumido por la EPS, puesto que para acceder al recobro, basta con que se demuestre que la EPS no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo.

En consonancia con lo expuso por el juez de primera instancia, con base en la jurisprudencia actual y las normas que gobiernan el debate relacionado con el recobro, este Tribunal es del criterio de que no es necesario que el juez de tutela dentro de la providencia se pronuncie con relación al recobro que puede realizar la entidad para recuperar la inversión relacionada con componentes no POS que entrega en virtud de la orden constitucional, pero si lo hace, tampoco afecta la decisión, es decir, se trata de una orden facultativa.
Así las cosas, no se encuentra reproche al fallo impugnado y en consecuencia la providencia se confirmará.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
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